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Mazatlán, Sinaloa, treinta de octubre de dos mil diecisiete. 

Visto para resolver el presente Juicio Administrativo número 

1548/17-IV, promovido por el ciudadano **************, quien 

demandó al Registro Público de la Propiedad y el Comercio de 

Mazatlán, Sinaloa. 

 

ANTECEDENTES Y TRÁMITE: 

 

1.-El catorce de julio de dos mil diecisiete, mediante escrito 

inicial de demanda compareció ante esta Sala Regional de la Zona Sur 

del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Sinaloa, por su 

propio derecho, el ciudadano ************, por su propio derecho, 

viene demandando al Registro Público de la Propiedad y el 

Comercio de Mazatlán, Sinaloa, por la NULIDAD de los cobros por la 

cantidad total de $477.00 (cuatrocientos setenta y siete pesos 00/00 

Moneda Nacional). 

 

2.- Por auto de fecha treinta y uno de julio de dos mil 

diecisiete, se admitió la demanda y desahogaron las pruebas 

documentales presentada por el actor, se emplazó a la autoridad 

demandada, quien contestó la demanda, según constancias procesales 

que componen el presente juicio. 

 

3.- Mediante auto dictado por esta Sala con fecha veinte de 

septiembre de dos mil diecisiete, se otorgó a las partes un término 

de tres días para que formularan alegatos, sin que hubiesen realizado 

manifestación alguna no obstante que se encuentran debidamente 

notificados.  

4.-  Por auto de fecha veintisiete de septiembre del año en 

curso, se declaró cerrado el periodo de instrucción, citándose el juicio 

para oír sentencia. y; 

COMPETENCIA 
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Esta Sala es competente para conocer y resolver el presente juicio 

conforme a lo establecido en los artículos 2º, 3º, 13, 22 y 23 Fracción I 

de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa. 

 

CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS 

 

I.- Por lo que toca a las expresiones formuladas por el actor a título 

de conceptos de nulidad y excepciones y defensas que hace valer la 

autoridad demandada, este Juzgador omitirá su trascripción sin que por 

ello, de ser necesario, deba pronunciarse a su estudio exhaustivo, al 

considerar que dicho actuar no constituye una omisión formal en la 

estructura de la presente sentencia acorde con lo preceptuado por el 

artículo 96 de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa 

y que, además, no representa fuente generadora de agravios a la parte 

actora del presente juicio. 

 

II.- De conformidad con lo establecido en el artículo 96 fracción I 

de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa, esta Sala 

procede a la fijación del acto impugnado aunado a la pretensión procesal 

del enjuiciante, encontrando que estos los constituyen los cobros por la 

cantidad total de $477.00 (cuatrocientos setenta y siete pesos 00/00 

Moneda Nacional). 

Teniendo como pretensión procesal que este Juzgador declare su 

nulidad que este Juzgador, en virtud de que a su consideración la 

demandad realiza una indebida aplicación del artículo 50 fracción XXIII, 

de la Ley de Hacienda del Estado de Sinaloa. 

III.- Ahora bien, previo al estudio de los puntos controvertidos, en 

estricta observancia de lo previsto por la fracción II del artículo 96 y 

último párrafo del numeral 93, ambos preceptos de la Ley de Justicia 

Administrativa para el Estado de Sinaloa, este Juzgador se pronuncia al 

análisis de las causales de sobreseimiento esgrimidas por la autoridad 

demandada Secretaría de Administración y Finanzas del Gobierno 

del Estado de Sinaloa, en su escrito de contestación de demanda. 
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En ese sentido, se procede al estudio de las causales de 

improcedencia y sobreseimiento que invoca la autoridad demandada en 

los términos siguientes: 

 

a).- Se actualiza las hipótesis normativas previstas en la fracción III 

del artículo 94 en relación con las causales de improcedencia 

previstas en las fracciones V y XI del artículo 93 de la Ley de Justicia 

Administrativa para el Estado de Sinaloa, pues –según dice- los 

actos impugnados no deriva de una manifestación unilateral de la 

autoridad que cause un agravio o un perjuicio al particular. 

 

Son infundados los referidos argumentos por las consideraciones 

siguientes: 

 

En la especie, se impugnan los cobros por la cantidad total de 

$477.00 (cuatrocientos setenta y siete pesos 00/00 Moneda Nacional), 

por concepto de expedición copias certificadas y copias simples. 

 

Ahora bien, del documento en que constan el acto impugnado se 

desprende que el enjuiciante realizó el pago de la cantidad de  $434.00 

(Cuatrocientos Treinta y cuatro Pesos 00/100 moneda nacional), por 

concepto de expedición de copias certificadas. 

 

En ese sentido, respecto a la legitimación de la causa, es menester 

aclarar que la parte actora en su escrito de demanda, expone en el 

capítulo denominado Antecedentes, que los días veintiocho y 

veintinueve de enero de dos mil dieciséis, solicitó al Oficial del Registro 

Público de la Propiedad y el Comercio de Mazatlán, Sinaloa, que se le 

expidieran copias certificadas  y le ejecutaron los cobros de los cobros 

impugnados a través del recibo de pago antes señalado. 

 

Ahora bien, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 3º, de la 

Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa, éste órgano 

jurisdiccional es competente para conocer y resolver las controversias que 
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se susciten con relación a la legalidad, interpretación, cumplimiento y 

efectos de actos, procedimientos y resoluciones de naturaleza 

administrativa y fiscal, que emitan, ordenen, ejecuten y traten de 

ejecutar las autoridades del Estado, de los Municipios, sus organismos 

descentralizados o cualquier persona o institución que funja como 

autoridad y cuya actuación afecte la esfera jurídica de los particulares, 

circunstancia esta última que como presupuesto procesal habrá de quedar 

acreditada al cierre de la instrucción para que así quepa la posibilidad del 

órgano para emitir la sentencia que corresponda, siendo que en el caso, 

se reitera el actor adujo desconocer las causas que generó el crédito fiscal 

cuyos pagos realizó. 

 

Asimismo, tenemos que el artículo 37, primer párrafo de la Ley de 

Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa establece que solo 

podrán acudir a instar juicio contencioso administrativo, quienes tenga 

un interés jurídico o legítimo, entendiéndose por interés jurídico quienes 

tengan la titularidad de un derecho subjetivo público, lo que dicho en 

otras palabras que ostenten un derecho personal que sea reconocido por 

las leyes y que el acto controvertido vaya dirigido a la persona que 

acuda a juicio. 

 

En el anterior estado de cosas, se advierte que la citada resolución 

impugnada, contiene la voluntad de la autoridad con relación al 

cumplimiento de una obligación tributaria, como lo es el pago del crédito 

fiscal determinado, toda vez que a través del mismo se cuantifica los 

créditos fiscales que derivan de dichas sanciones, lo que constituye un 

acto unilateral y coercitivo, ya que a través del mismo la autoridad 

demandada crea una situación jurídica que afecta la esfera jurídica del 

accionante, pues determina una causa generadora de una obligación de 

pago. 

 

Lo que constituye un acto de molestia en términos del artículo 3º de 

la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa. 
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Sirva de apoyo la tesis relevante establecida por la Sala Superior 

del Tribunal de lo Contencioso Administrativo que a continuación se 

señala1: 

Recurso de Revisión 285/2007.- Resuelto en Sesión de 

Sala Superior de fecha uno de Febrero de dos mil ocho, 
por unanimidad de votos.- Magistrado Ponente: Licenciado 

Juan Carlos López Santillanes. Secretario: Licenciada Edna 
Liyian Aguilar Olguín. 
S.S./21.- RECIBO DE PAGO NO CONSTITUYE UN 

ACTO SUSCEPTIBLE DE SER IMPUGNADO A TRAVES 
DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.- Un 

presupuesto esencial de Procedencia del Juicio 
Contenciosos Administrativo, con base a los artículos 13 y 
37 de la Ley de JAUSTICIA Administrativa Para el Estado 

de Sinaloa, es que se impugnen actos, procedimientos y 
resoluciones de naturaleza fiscal o administrativas, 

emitidos por autoridades estatales, municipales o sus 
organismos descentralizados; pero además, que dichos 
actos afecten el interés jurídico o legitimo del particular. 

Por lo anterior, el juicio contencioso es improcedente 
cuando se fije como acto impugnado por el demandante, 

un recibo de pago efectuado en forma voluntaria, toda vez 
que no constituye un acto de autoridad emitido de manera 
unilateral y coercitiva que afecte el interés jurídico del 

particular. No obstante ello, cuando el pago amparado 
en dicho recibo se haya efectuado por haberle 

condicionado la autoridad la prestación de un 
servicio diverso y su monto haya sido cuantificado 

en el momento de recepción del pago, sin seguir un 
procedimiento previo en el que se hubiere respetado 
su garantía de audiencia estos últimos actos si son 

susceptibles de impugnarse a través de Juicio 
Contencioso Administrativo. 

Recurso de Revisión, numero 20/2008, resuelto en sesión 
de Sala Superior de fecha 16 de mayo de 2008 por 
unanimidad de votos.- Magistrado Ponente Jorge Antonio 

Camarena Avalos.- Secretario: Licenciada Edna Liyian 
Aguilar Olguín. Recurso de Revisión, numero 93/2008, 

resuelto en sesión de Sala Superior de fecha 16 de mayo 
de 2008 por unanimidad de votos.- Magistrado Ponente 
Juan Carlos López Santillanes.- Secretario: Licenciada 

Edna Liyian Aguilar Olguín.  Recurso de Revisión, numero 
96/2008, resuelto en sesión de Sala Superior de fecha 16 

de mayo de 2008 por unanimidad de votos.- Magistrado 
Ponente Jorge Antonio Camarena Avalos.- Secretario: 
Licenciada Edna Liyian Aguilar Olguín. Recurso de 

Revisión, número 98/2008, resuelto en sesión de Sala 
Superior de fecha 16 de mayo de 2008 por unanimidad de 

votos.- Magistrado Ponente Jorge Antonio Camarena 
Avalos.- Secretario: Licenciada Edna Liyian Aguilar Olguín. 

                                                 
1
 Época: Segunda, Instancia: Sala Superior del Tribunal Contencioso Administrativo del Estado de Sinaloa, 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Mayo 2012, Fuente: Legislación y Criterios Relevantes, Tesis: S.S/21, A 
Página: 150. 
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En este sentido, dado que, como se ha detallado en el presente 

análisis, los actos impugnados van dirigidos al accionante; circunstancia 

que le otorga todo el interés para controvertir su cuantificación y cobro 

de acuerdo con lo plasmado en el artículo 37 de la Ley de Justicia 

Administrativa para el Estado de Sinaloa. 

Sirve de apoyo a lo anterior, la siguiente tesis2: 

 

INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO. ELEMENTOS QUE 

LO COMPONEN. 
El interés jurídico plasmado en el numeral 73, fracción V, 
de la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 

Constitucionales, es considerado como uno de los 
presupuestos procesales para la procedencia del juicio de 

garantías, y debe ser entendido bajo dos elementos: el 
acreditamiento y la afectación. Tales aspectos 
necesariamente deben conjugarse para cumplir con el 

presupuesto de procedencia de la causa constitucional por 
excelencia referida. Esto es, de faltar alguno, se está 

indefectiblemente en el supuesto de improcedencia 
descrito. Lo anterior porque es factible ostentarse titular 
de determinado derecho, pero éste no verse afectado por 

los órganos del Estado o, en su caso, estar disfrutando de 
ese derecho sí afectado por la autoridad y no tener el 

respaldo legítimo y legal sobre él, ya que en este último 
tópico se estaría en el caso de un interés simple. Por ello, 
es requisito sine qua non (sin el cual no), se reúnan 

ambos supuestos (ver diagrama). 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL 

SÉPTIMO CIRCUITO. 
Amparo en revisión (improcedencia) 151/2008. Armando 
Pardo Tejeda. 19 de mayo de 2008. Unanimidad de votos. 

Ponente: José Manuel de Alba de Alba. Secretario: Omar 
Liévanos Ruiz.” 

 

 IV.- Consecuentemente, al no advertirse en la especie causal de 

sobreseimiento con sustento en lo establecido por el citado artículo 96 

fracción III de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de 

Sinaloa, se procede al estudio del argumento expuesto por la parte 

actora en el primer concepto de nulidad, mediante el cual solicita la 

desaplicación del articulo artículo 50 fracción XXIII, de la Ley de 

Hacienda del Estado de Sinaloa, que sirvió de sustento para el cobro por 

la cantidad de $434.00 (cuatrocientos treinta y cuatro pesos 

                                                 
2Novena Época, Registro: 168895, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tesis Aislada, 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo : XXVIII, Septiembre de 2008, 
Materia(s): Común, Tesis: VII.2o.C.33 K, Página:  1299 
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00/00 Moneda Nacional), vulnerando en su perjuicio el principio de 

proporcionalidad tributaria, por lo siguientes: 

 

 Refiere quien demanda que la demandada fundamento los actos 

que le reprocha en el artículo 50 fracción XXIII, de la Ley de Hacienda 

del Estado de Sinaloa, el cual –según dice- establece que por la 

expedición de copias certificadas de cualquier documento que se 

encuentre inscrito en el Registro Público de la Propiedad y el Comercio 

del Estado de Sinaloa, causara derechos fiscales por el monto de tres 

veces el salario mínimo general vigente en el Estado de Sinaloa, por 

hoja. 

 

 Atento a lo anterior, la autoridad demandada Oficial del 

Registro Público de la Propiedad y el Comercio de Mazatlán, Sinaloa, 

sostuvo la legalidad de su actuación, señalando que para la emisión del 

cobro por concepto de por concepto de DRI Copias Certificadas-

Principal de $434.00 (cuatrocientos treinta y cuatro pesos 00/00 

Moneda Nacional), aplicó correctamente el artículo  50 Fracción XXIII 

de la Ley de Hacienda del Estado de Sinaloa, vigente; asimismo, refiere 

que para el cobro por concepto de copias simples, aplicó debidamente lo 

establecido en el artículo 35 fracción VII, de la ley en cita. 

 

 Razón por la cual, resulta infundado el concepto de nulidad que 

se analiza, ya que no se advierte violación alguna de los derechos 

humanos protegidos por algún ordenamiento legal que obligue a este 

Tribunal llevar a cabo ex officio algún control de convencionalidad o de 

tipo constitucional, en términos del artículo 1° de nuestra carta magna. 

 

Apoya la anterior consideración los criterios que se transcriben3: 

CONTROL DIFUSO. SU EJERCICIO EN EL JUICIO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 
 

                                                 
3
 Época: Décima Época; Registro: 2006186; Instancia: Segunda Sala; Tipo de Tesis: Jurisprudencia Fuente: 

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación; Libro 5, Abril de 2014, Tomo I; Materia(s): Común, 
Administrativa; Tesis: 2a./J. 16/2014 (10a.); Página: 984.  
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Si bien es cierto que, acorde con los artículos 1o. y 133 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las 

autoridades jurisdiccionales ordinarias, para hacer respetar los 
derechos humanos establecidos en la propia Constitución y en 

los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea 
parte, pueden inaplicar leyes secundarias, lo que constituye un 

control difuso de su constitucionalidad y convencionalidad, 
también lo es que subsiste el control concentrado de 

constitucionalidad y convencionalidad de leyes, cuya 

competencia corresponde en exclusiva al Poder Judicial de la 
Federación, a través del juicio de amparo, las controversias 

constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad. La 
diferencia entre ambos medios de control (concentrado y 

difuso), estriba en que, en el primero, la competencia específica 
de los órganos del Poder Judicial de la Federación encargados 

de su ejercicio es precisamente el análisis de constitucionalidad 
y convencionalidad de leyes, por tanto, la controversia consiste 

en determinar si la disposición de carácter general impugnada 
expresamente es o no contraria a la Constitución y a los 

tratados internacionales, existiendo la obligación de analizar los 
argumentos que al respecto se aduzcan por las partes; en 

cambio, en el segundo (control difuso) el tema de 
inconstitucionalidad o inconvencionalidad no integra la litis, 

pues ésta se limita a la materia de legalidad y, por ello, el 

juzgador por razón de su función, prescindiendo de todo 
argumento de las partes, puede desaplicar la norma. Ahora 

bien, en el juicio contencioso administrativo, la competencia 
específica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa 

es en materia de legalidad y, por razón de su función 
jurisdiccional, este tribunal puede ejercer control difuso; sin 

embargo, si el actor formula conceptos de nulidad expresos, 
solicitando al tribunal administrativo el ejercicio del control 

difuso respecto de determinada norma, de existir coincidencia 
entre lo expresado en el concepto de nulidad y el criterio del 

tribunal, éste puede inaplicar la disposición respectiva, 
expresando las razones jurídicas de su decisión, pero si 

considera que la norma no tiene méritos para ser 
inaplicada, bastará con que mencione que no advirtió 

violación alguna de derechos humanos, para que se 

estime que realizó el control difuso y respetó el principio 
de exhaustividad que rige el dictado de sus sentencias, 

sin que sea necesario que desarrolle una justificación 
jurídica exhaustiva en ese sentido, dando respuesta a los 

argumentos del actor, pues además de que el control 
difuso no forma parte de su litis natural, obligarlo a 

realizar el estudio respectivo convierte este control en 
concentrado o directo, y transforma la competencia 

genérica del tribunal administrativo en competencia 
específica. Así, si en el juicio de amparo se aduce la omisión 

de estudio del concepto de nulidad relativo al ejercicio de 
control difuso del tribunal ordinario, el juzgador debe declarar 

ineficaces los conceptos de violación respectivos, pues aun 
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cuando sea cierto que la Sala responsable fue omisa, tal 

proceder no amerita que se conceda el amparo para que se 

dicte un nuevo fallo en el que se ocupe de dar respuesta a ese 
tema, debido a que el Poder Judicial de la Federación tiene 

competencia primigenia respecto del control de 
constitucionalidad de normas generales y, por ello, puede 

abordar su estudio al dictar sentencia. Si, además, en la 
demanda de amparo se aduce como concepto de violación la 

inconstitucionalidad o inconvencionalidad de la ley, el juzgador 
sopesará declarar inoperantes los conceptos de violación 

relacionados con el control difuso y analizar los conceptos de 
violación enderezados a combatir la constitucionalidad y 

convencionalidad del precepto en el sistema concentrado. 
 

Contradicción de tesis 336/2013. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero del Trigésimo Circuito y Primero 

en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Sexto 

Circuito. 22 de enero de 2014. Cinco votos de los Ministros 
Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán, José Fernando 

Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis 
María Aguilar Morales. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 

Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco. 
 

Tesis y/o criterios contendientes: 
 

Tesis XXX.1o.1 A (10a.), de rubro: "TRIBUNAL FEDERAL DE 
JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. ESTÁ OBLIGADO A 

EFECTUAR EL CONTROL DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD Y 
DE CONVENCIONALIDAD.", aprobada por el Primer Tribunal 

Colegiado del Trigésimo Circuito, y publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XI, 

Tomo 2, agosto de 2012, página 2016, y el sustentado por el 

Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de 
Trabajo del Décimo Sexto Circuito, al resolver el amparo directo 

212/2013. 
 

Tesis de jurisprudencia 16/2014 (10a.). Aprobada por la 
Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del doce 

de febrero de dos mil catorce. 
 

Esta tesis se publicó el viernes 11 de abril de 2014 a las 10:09 
horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se 

considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de abril 
de 2014, para los efectos previstos en el punto séptimo del 

Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 

*Énfasis añadido por la Sala. 
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Seguidamente, se procede al estudio del segundo concepto de 

nulidad en el cual solicita la desaplicación del inciso D de la Fracción II 

del Artículo 111 de la Ley de Hacienda del Estado de Sinaloa, en virtud 

de considerarlo inconstitucional, ya que grava los conceptos por pago de 

derechos e impuestos, sin considerar la capacidad de riqueza, tomando 

como base de su cobro la cantidad pagada, lo cual a su consideración es 

desproporcional. 

  

Atendiendo a lo anteriormente expuesto cabe mencionar que 

constituye un criterio definido por el Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, que los órganos jurisdiccionales diversos a los 

integrantes del Poder Judicial de la Federación, si bien no pueden hacer 

una declaración general sobre la invalidez o expulsar del orden jurídico 

las normas contrarias a los derechos humanos contenidos en la 

Constitución o en los tratados internacionales, en atención al principio 

pro-persona, contenido en el segundo párrafo del artículo 1º 

Constitucional, si están obligados a dejar de aplicarlas, dando 

preferencia a las contenidas en la norma fundamental o instrumentos 

internacionales. 

 

Sirve a lo anteriormente razonado, los siguientes criterios 

jurisprudenciales, cuyo rubro y contenido indican4: 

 

CONTROL DE CONVENCIONALIDAD. DEBE SER EJERCIDO POR 
LOS JUECES DEL ESTADO MEXICANO EN LOS ASUNTOS 

SOMETIDOS A SU CONSIDERACIÓN, A FIN DE VERIFICAR QUE 
LA LEGISLACIÓN INTERNA NO CONTRAVENGA EL OBJETO Y 
FINALIDAD DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE 

DERECHOS HUMANOS. 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha emitido criterios 

en el sentido de que, cuando un Estado, como en este caso México, 

                                                 
4
 Novena Época, Registro: 165074, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tesis Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  XXXI, Marzo de 2010, Materia(s): 
Común, Tesis: I.4o.A.91 K, Página:  2927. 
Época: Décima Época, Registro: 2001535, Instancia: PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL TRIGESIMO 
CIRCUITO, Tipo Tesis: Tesis Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Localización:  
Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2, Materia(s): Constitucional, Tesis: XXX.1o.1 A (10a.), Pag. 2016 
[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2; Pág. 2016. 
Décima Época, Registro: 160525, Instancia: Pleno, Tesis Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta Libro III, Diciembre de 2011, Tomo 1, Materia(s): Constitucional, Tesis: P. 
LXIX/2011(9a.), Página:   552. 
Décima Época, Registro: 2000402, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tesis Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  Libro VI, Marzo de 2012, Tomo 2, 
Materia(s): Constitucional, Tesis: 1.3º.C.3.K (10a.), Página:   1271. 
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ha ratificado un tratado internacional, como lo es la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, sus Jueces, como parte del 
aparato estatal, deben velar porque las disposiciones ahí contenidas 

no se vean mermadas o limitadas por disposiciones internas que 
contraríen su objeto y fin, por lo que se debe ejercer un "control de 

convencionalidad" entre las normas de derecho interno y la propia 
convención, tomando en cuenta para ello no sólo el tratado, sino 
también la interpretación que de él se ha realizado. Lo anterior 

adquiere relevancia para aquellos órganos que tienen a su cargo 
funciones jurisdiccionales, pues deben tratar de suprimir, en todo 

momento, prácticas que tiendan a denegar o delimitar el derecho de 
acceso a la justicia. 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 

PRIMER CIRCUITO. 
 

Amparo directo 505/2009. Rosalinda González Hernández. 21 de 
enero de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: Patricio González-
Loyola Pérez. Secretario: Víctor Octavio Luna Escobedo. 

 
 

TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. 
ESTÁ OBLIGADO A EFECTUAR EL CONTROL DIFUSO DE 
CONSTITUCIONALIDAD Y DE CONVENCIONALIDAD. 

Con motivo de la reforma al artículo 1o. de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, publicada el diez de junio de dos mil 

once en el Diario Oficial de la Federación, se rediseñó la forma en que 
los órganos del sistema jurisdiccional mexicano deberán ejercer el 
control de constitucionalidad, por lo que ahora todas las autoridades 

del Estado Mexicano, en el ámbito de sus competencias, tienen la 
obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 

humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados 
internacionales de los que aquél es parte, de conformidad con los 
principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 

progresividad. Por ello, cuando en el juicio contencioso administrativo 
se aduzca que una norma aplicada en el acto cuya nulidad se 

demanda transgrede algún principio contenido en la Constitución 
Federal, el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa no 
puede válidamente omitir su estudio bajo el argumento de que las 

cuestiones de inconstitucionalidad están reservadas al Poder Judicial 
de la Federación. Esto es así, porque en la jurisprudencia 1a./J. 

18/2012 (10a.), de rubro: "CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD Y 
DE CONVENCIONALIDAD (REFORMA CONSTITUCIONAL DE 10 DE 

JUNIO DE 2011).", la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación estableció que en el sistema jurídico mexicano actual, los 
juzgadores nacionales, tanto federales como del orden común, están 

facultados para emitir pronunciamiento en respeto y garantía de los 
derechos humanos reconocidos en la Constitución Federal y en los 

tratados internacionales, con la limitante de que éstos (entre los que 
se ubican analógicamente los que integran los tribunales 
administrativos), no pueden declarar la inconstitucionalidad de 

normas generales, pero sí deberán inaplicarlas cuando consideren 
que no son conformes con la Constitución o con los tratados 

internacionales en materia de derechos humanos, por lo que se 
concluye que el órgano jurisdiccional mencionado está obligado a 
efectuar el control difuso de constitucionalidad y de convencionalidad. 



 12 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL TRIGESIMO CIRCUITO 
Amparo directo 158/2012. Juana Quiroz Hernández. 15 de marzo de 

2012. Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Ángel Alvarado Servín. 
Secretarios: Jorge Luis Ramos Delgado y Dulce María Guadalupe 
Hurtado Figueroa. 

 
 

PASOS A SEGUIR EN EL CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD Y 
CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN MATERIA DE DERECHOS 
HUMANOS.  

La posibilidad de inaplicación de leyes por los jueces del país, en 
ningún momento supone la eliminación o el desconocimiento de la 

presunción de constitucionalidad de ellas, sino que, precisamente, 
parte de esta presunción al permitir hacer el contraste previo a su 
aplicación. En ese orden de ideas, el Poder Judicial al ejercer un 

control de convencionalidad ex officio en materia de derechos 
humanos, deberá realizar los siguientes pasos: a) Interpretación 

conforme en sentido amplio, lo que significa que los jueces del país -
al igual que todas las demás autoridades del Estado Mexicano-, deben 
interpretar el orden jurídico a la luz y conforme a los derechos 

humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados 
internacionales en los cuales el Estado Mexicano sea parte, 

favoreciendo en todo tiempo a las personas con la protección más 
amplia; b) Interpretación conforme en sentido estricto, lo que 
significa que cuando hay varias interpretaciones jurídicamente 

válidas, los jueces deben, partiendo de la presunción de 
constitucionalidad de las leyes, preferir aquella que hace a la ley 

acorde a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en 
los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, 

para evitar incidir o vulnerar el contenido esencial de estos derechos; 
y, c) Inaplicación de la ley cuando las alternativas anteriores no son 
posibles. Lo anterior no afecta o rompe con la lógica de los principios 

de división de poderes y de federalismo, sino que fortalece el papel 
de los jueces al ser el último recurso para asegurar la primacía y 

aplicación efectiva de los derechos humanos establecidos en la 
Constitución y en los tratados internacionales de los cuales el Estado 
Mexicano es parte.  

 
Varios 912/2010. 14 de julio de 2011. Mayoría de siete votos; 

votaron en contra: Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo con salvedades y Luis María Aguilar Morales con 
salvedades. Ausente y Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 

Encargado del engrose: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Raúl 
Manuel Mejía Garza y Laura Patricia Rojas Zamudio. 

El Tribunal Pleno, el veintiocho de noviembre en curso, aprobó, con el 
número LXIX/2011(9a.), la tesis aislada que antecede. México, 
Distrito Federal, a veintiocho de noviembre de dos mil once. 

Notas: En la resolución emitida el 25 de octubre de 2011 por el Pleno 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la solicitud de 

modificación de jurisprudencia 22/2011, en el punto único se 
determinó: "Único. Han quedado sin efectos las tesis 
jurisprudenciales números P./J. 73/99 y P./J. 74/99, cuyos rubros son 

los siguientes: ‘CONTROL JUDICIAL DE LA CONSTITUCIÓN. ES 
ATRIBUCIÓN EXCLUSIVA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN.’ 

y ‘CONTROL DIFUSO DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS 
GENERALES. NO LO AUTORIZA EL ARTÍCULO 133 DE LA 
CONSTITUCIÓN.’", conclusión a la que se arribó en virtud del marco 
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constitucional generado con motivo de la entrada en vigor del Decreto 

por el que se modifica la denominación del Capítulo I del Título 
Primero y reforma diversos artículos de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación de 10 de junio de 2011. 

 
La tesis P./J. 73/99 y P./J. 74/99 anteriormente citadas aparecen 
publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

Novena Época, Tomo X, agosto de 1999, páginas 18 y 5, 
respectivamente. 

 
OBLIGACIONES DEL JUZGADOR EN SU FUNCIÓN 
JURISDICCIONAL De conformidad con las reformas constitucionales 

en materia de derechos humanos acaecidas el diez de junio de dos 
mil diez, todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, 

tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los 
derechos humanos. De acuerdo con lo anterior y atento al principio 
de tutela judicial efectiva previsto en el artículo 17 constitucional 

constituye una obligación del Juez asegurarse de que los gobernados 
obtengan una justicia completa e imparcial apegada a las exigencias 

formales que la Constitución consagra en materia jurisdiccional, 
particularmente en su artículo 14, para lo cual deben dirigir el 
proceso de tal forma que no haya dilaciones o entorpecimientos 

indebidos que conduzcan a la impunidad, tales como tramitar los 
recursos interpuestos por las partes de forma diferente a la prevenida 

por la ley. Actuar de forma diferente constituiría además una 
violación al artículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL 
PRIMER CIRCUITO. 

Amparo directo 84/2012. Ileana Beatriz Mazariegos Ramos. 23 de 
febrero de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Francisco 
Mota Cienfuegos. Secretaria: Ariadna Ivette Chávez Romero. 

  

Bajo esas premisas, observando los principios de interpretación 

conforme y pro persona consagrados en el artículo 1° la Constitución 

Federal, este juzgador dentro de un modelo de control difuso de 

constitucionalidad y de convencionalidad, considera procedente 

desaplicar el artículo 111 de la Ley de Hacienda del Estado de Sinaloa, 

que sirvió de fundamento para determinar el cobro por la cantidad de 

$43.00 (Cuarenta y tres Pesos 00/100 Moneda Nacional) por 

concepto de DRI 10% Pro-Educ., ya que  transgreden en su perjuicio 

el principio de legalidad tributaria consagrado en el artículo 31 fracción 

IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, principio 

que tiene como finalidad el respeto del derecho humano a la seguridad 

jurídica. 
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 Sirve a lo anteriormente razonado, la Tesis que se transcribe a 

continuación5: 

“CONTROLES DE CONSTITUCIONALIDAD Y DE 

CONVENCIONALIDAD. ESTÁN OBLIGADOS A EJERCERLOS 
TODOS LOS ÓRGANOS DE JUSTICIA NACIONAL PARA 

GARANTIZAR EL RESPETO A LOS DERECHOS HUMANOS. Los 
órganos de justicia nacional están obligados a ejercer el control de: i) 
constitucionalidad, con el objeto de desaplicar una norma jurídica que 

sea incompatible con la Ley Fundamental, con base en sus artículos 
1o., 40, 41 y 133; ii) convencionalidad, respecto de actos de 

autoridad, entre ellos, normas de alcance general, conforme a las 
atribuciones que les confieren los ordenamientos a los que se hallan 
sujetos y las disposiciones del derecho internacional de los derechos 

humanos a las que se encuentren vinculados por la concertación, 
ratificación o adhesión de los tratados o convenciones del presidente 

de la República; iii) difuso de convencionalidad, que queda depositado 
tanto en tribunales internacionales, o supranacionales, como en los 
nacionales, a quienes mediante aquél se les encomienda la nueva 

justicia regional de los derechos humanos y adquieren, además, la 
obligación de adoptar en su aparato jurídico tanto las normas como su 

interpretación a través de políticas y leyes que garanticen el respeto a 
los derechos humanos y sus garantías explícitas previstas en sus 
constituciones nacionales y, desde luego, en sus compromisos 

internacionales, con el objeto de maximizar los derechos humanos. 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE 

TRABAJO DEL DECIMO PRIMER CIRCUITO 
 
Amparo directo 353/2011. José Luis Domínguez Robles. 29 de 

septiembre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Víctorino Rojas 
Rivera. Secretario: Edgar Martín Gasca de la Peña. 

Amparo directo 826/2011. Alma Mayeli Trujillo Vázquez y otros. 8 de 
diciembre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Juan García 

Orozco. Secretaria: Libertad Rodríguez Verduzco.” 
 

 

En ese orden de ideas, es oportuno traer a colación lo dispuesto 

por el artículo 31, fracción IV de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, mismo que establece lo siguiente: 

 

“Artículo 31. Son obligaciones de los mexicanos: 
 (…) 

IV.     Contribuir para los gastos públicos, así de la 
Federación, como del Distrito Federal o del Estado y 

Municipio en que residan, de la manera proporcional y 
equitativa que dispongan las leyes.” 
 

De la anterior disposición normativa, se advierte la obligación de 

                                                 
5 Época: Décima Época Registro: 159971 Instancia: PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS 
ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DECIMO PRIMER CIRCUITO, Tipo Tesis: Tesis Aislada Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Localización:  Libro XII, Septiembre de 2012, Tomo 3 
Materia(s): Común Tesis: XI.1o.A.T.55 K (9a.) Pag. 1685  [TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; 
Libro XII, Septiembre de 2012, Tomo 3; Pág. 1685 
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los mexicanos relativa a contribuir al gasto público de manera 

proporcional y equitativa que dispongan las leyes.  

 

Por su parte, El Alto Tribunal Judicial ha establecido el criterio de 

que el principio de proporcionalidad tributaria exige que el monto de los 

impuestos se fije de acuerdo con la capacidad contributiva de los 

gobernados, entendida como la aptitud de que gozan para contribuir al 

sostenimiento de los gastos públicos en la medida de su riqueza, y que 

el principio de equidad implica que el monto del gravamen sea similar 

para aquellos colocados en la misma situación y desigual para los que 

se hallen en situaciones diversas. 

 

Además, este Alto Tribunal ha sostenido que, para que un 

gravamen sea proporcional, debe existir congruencia entre el impuesto 

creado por el Estado y la capacidad contributiva de los causantes, 

entendida ésta como la potencialidad real de contribuir a los gastos 

públicos que el legislador atribuye al sujeto pasivo del impuesto en el 

tributo de que se trate, tomando en consideración que todos los 

presupuestos de hecho de las contribuciones tienen una naturaleza 

económica en la forma de una situación o de un movimiento de riqueza 

y las consecuencias tributarias son medidas en función de esa riqueza. 

 

Robustece lo anterior, los criterios jurisprudenciales que a 

continuación se insertan
6.  

 

PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. DEBE EXISTIR 
CONGRUENCIA ENTRE EL TRIBUTO Y LA CAPACIDAD 
CONTRIBUTIVA DE LOS CAUSANTES. 

 
El artículo 31, fracción IV, de la Constitución Federal establece el 

principio de proporcionalidad de los tributos. Éste radica, 
medularmente, en que los sujetos pasivos deben contribuir al gasto 
público en función de su respectiva capacidad contributiva, debiendo 

aportar una parte adecuada de sus ingresos, utilidades, rendimientos, 

                                                 
6
 Época: Novena Época, Registro: 184291, Instancia: Pleno, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XVII, Mayo de 2003, Materia(s): Administrativa, 
Tesis: P./J. 10/2003, Página: 144.  
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o la manifestación de riqueza gravada. Conforme a este principio los 
gravámenes deben fijarse de acuerdo con la capacidad económica de 

cada sujeto pasivo, de manera que las personas que obtengan 
ingresos elevados tributen en forma cualitativamente superior a los de 
medianos y reducidos recursos. Para que un gravamen sea 

proporcional debe existir congruencia entre el mismo y la capacidad 
contributiva de los causantes; entendida ésta como la potencialidad 

real de contribuir al gasto público que el legislador atribuye al sujeto 
pasivo del impuesto en el tributo de que se trate, tomando en 
consideración que todos los supuestos de las contribuciones tienen una 

naturaleza económica en la forma de una situación o de un 
movimiento de riqueza y las consecuencias tributarias son medidas en 

función de esa riqueza. La capacidad contributiva se vincula con la 
persona que tiene que soportar la carga del tributo, o sea, aquella que 
finalmente, según las diversas características de cada contribución, ve 

disminuido su patrimonio al pagar una cantidad específica por 
concepto de esos gravámenes, sea en su calidad de sujeto pasivo o 

como destinatario de los mismos. De ahí que, para que un gravamen 
sea proporcional, debe existir congruencia entre el impuesto creado 
por el Estado y la capacidad contributiva de los causantes, en la 

medida en que debe pagar más quien tenga una mayor capacidad 
contributiva y menos el que la tenga en menor proporción. 

 
Amparo en revisión 243/2002. Gastronómica Taiho, S. de R.L. de C.V. 
13 de mayo de 2003. Once votos. Ponente: José Vicente Aguinaco 

Alemán. Secretarios: Miguel Ángel Antemate Chigo, J. Fernando 
Mendoza Rodríguez y Jorge Luis Revilla de la Torre.  

 
Amparo en revisión 262/2002. Qualyconf, S.A. de C.V. 13 de mayo de 

2003. Once votos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. 
Secretarios: Miguel Ángel Antemate Chigo, J. Fernando Mendoza 
Rodríguez y Jorge Luis Revilla de la Torre. 

 
Amparo en revisión 213/2002. Ramsa León, S.A. de C.V. y 

coagraviada. 13 de mayo de 2003. Once votos. Ponente: José de Jesús 
Gudiño Pelayo. Secretarios: Miguel Ángel Antemate Chigo, J. Fernando 
Mendoza Rodríguez y Jorge Luis Revilla de la Torre. 

 
Amparo en revisión 614/2002. Grupo Textil Providencia, S.A. de C.V. 

13 de mayo de 2003. Once votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas. Secretarios: Miguel Ángel Antemate Chigo, J. Fernando 
Mendoza Rodríguez y Jorge Luis Revilla de la Torre. 

 
Amparo en revisión 235/2002. Hongos del Bosque, S.A. de C.V. 13 de 

mayo de 2003. Once votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretarios: 
Miguel Ángel Antemate Chigo, J. Fernando Mendoza Rodríguez y Jorge 
Luis Revilla de la Torre. 

 
El Tribunal Pleno, en su sesión pública celebrada hoy trece de mayo en 

curso, aprobó, con el número 10/2003, la tesis jurisprudencial que 
antecede. México, Distrito Federal, a trece de mayo de dos mil tres. 
 

 

Así, a efecto de establecer que tal artículo, transgrede en perjuicio 

del actor el principio de legalidad tributaria consagrado en la 
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Constitución Federal en su artículo 31, fracción IV, resulta oportuno 

transcribir el contenido del artículo correspondiente. 

 

TÍTULO SEXTO 
TASAS ADICIONALES 
CAPÍTULO I 

ADICIONAL PRO-EDUCACIÓN SUPERIOR 
ARTÍCULO 111. Sobre el monto de los impuestos y derechos que a 

continuación se indican, se causarán una tasa adicional del 10%, cuyo 
producto se destinará a apoyar la educación superior en el Estado: 

 

 

En relación a lo anterior, tenemos que el Más Alto Tribunal del País 

ha estimado que el principio de proporcionalidad tributaria exige que el 

monto de los impuestos se fije de acuerdo con la capacidad contributiva 

de los gobernados, entendida como la aptitud de que gozan para 

contribuir al sostenimiento de los gastos públicos en la medida de su 

riqueza, y que el principio de equidad implica que el monto del 

gravamen sea similar para aquellos colocados en la misma situación y 

desigual para los que se hallen en situaciones diversas. 

 

Lo anterior es así, en tratándose de impuestos, los principios de 

proporcionalidad y equidad previstos en el artículo 31, fracción IV, 

constitucional, se satisfacen cuando la tributación de los particulares va 

en función directa de su respectiva capacidad contributiva, y cuando se 

da un trato igual a sujetos ubicados bajo hipótesis de causación 

análogas. 

 

En la especie se solicita se desaplique el artículo 111 de la Ley de 

Hacienda del Estado de Sinaloa, que establecen el impuesto adicional, 

conforme a los cuales el objeto del tributo es la realización de pagos por 

concepto de impuestos y derechos previstos en la citada ley; y la base 

para la determinación de ese impuesto es el monto total de pagos por 

concepto de impuestos y derechos previstos en el citado ordenamiento. 

  

Precisado el mecanismo dispuesto por la Ley de Hacienda del 

Estado de Sinaloa para calcular el monto del gravamen a partir de la 



 18 

base y del empleo de los rangos antes comentados, puede afirmarse 

que asiste razón a la parte actora cuando dice en su concepto de 

violación que dicho tributo atenta en contra del principio de 

proporcionalidad, por cuanto no atiende a la capacidad contributiva de 

los gobernados. 

 

Con el propósito de demostrar lo anterior, importa advertir que 

para analizar la legalidad de un tributo a la luz del principio de 

proporcionalidad, debe considerarse fundamentalmente su objeto, es 

decir, la porción de riqueza que el legislador pretende gravar en cuanto 

revela la capacidad de los particulares para contribuir en la medida de 

sus posibilidades. 

 

  En esa tesitura, es inconcuso que el impuesto adicional previsto 

en el artículo 111 de la Ley de Hacienda del Estado de Sinaloa, tiene 

como hecho imponible el cumplimiento de la obligación tributaria al 

pagar el contribuyente los impuestos y derechos a que se encuentre 

obligado, por lo que no se atiende a su verdadera capacidad 

contributiva, ya que los pagos de esas contribuciones no revelan una 

manifestación de riqueza por parte del gobernado, por lo que es patente 

que viola el principio de proporcionalidad tributaria. 

 

Precisado lo anterior, puede afirmarse que el artículo 111 de la 

Ley de Hacienda del Estado de Sinaloa atenta en contra del principio de 

proporcionalidad, pues no existe congruencia entre el mecanismo 

impositivo que prevén y la capacidad contributiva de dichos sujetos 

pasivos, dado que tiene por objeto gravar el cumplimiento de la 

mencionada obligación tributaria, tan es así que la base sobre la cual se 

calcula el monto del impuesto adicional, se conforma con el importe de 

los pagos de las contribuciones referidas, al cual debe aplicarse la tasa 

del 10%, por lo que es inconcuso que la expresión económica elegida 

por el legislador para diseñar el hecho imponible, no refleja la capacidad 

contributiva de los causantes. 

 

Tiene aplicación a lo anterior, por identidad jurídica substancial, la 
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jurisprudencia, que dice7: 

 

IMPUESTO ADICIONAL. LOS ARTÍCULOS 119 A 125 DE LA LEY 
GENERAL DE HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO DE MORELOS 

QUE LO PREVÉN, VIOLAN EL PRINCIPIO DE 
PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. 

 
Los preceptos citados, al establecer un impuesto adicional a cargo de 

las personas físicas o morales que realicen pagos por concepto de 
impuestos y derechos municipales en la mencionada entidad 
federativa, ya sea en su carácter de responsables directos o solidarios, 

violan el principio de proporcionalidad tributaria consagrado en el 
artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, pues no existe congruencia entre el mecanismo 
impositivo que prevén y la capacidad contributiva de los sujetos 
pasivos, ya que no fue diseñado para gravar en un segundo nivel 

determinada manifestación de riqueza previamente sujeta a 
imposición, a través de un impuesto primario, como operan las 

"sobretasas" u otras contribuciones adicionales -cuyo hecho imponible 
gira en torno a una misma actividad denotativa de capacidad 
económica-, sino que fue estructurado para gravar globalmente todos 

los pagos de contribuciones municipales efectuados por los causantes, 
por lo que su hecho imponible se materializa al momento de cumplir 

con esa obligación tributaria. Por consiguiente, el aludido gravamen 
adicional no participa de la misma naturaleza jurídica del impuesto 
primigenio, pues no se circunscribe a una sola contribución mediante el 

pago de un doble porcentaje, sino que tiene por objeto gravar todos 
los pagos por concepto de impuestos y derechos municipales previstos 

en la Ley de Ingresos del Municipio de que se trate del Estado de 
Morelos, por lo que es inconcuso que dicho actuar no refleja la 
capacidad contributiva de los causantes. 

 
Contradicción de tesis 114/2013. Entre las sustentadas por los 

Tribunales Colegiados Primero, Segundo y Tercero, todos del Décimo 
Octavo Circuito. 12 de junio de 2013. Cinco votos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Gabriel Regis López. 

 
Tesis de jurisprudencia 126/2013 (10a.). Aprobada por la Segunda 

Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintiséis de junio de 
dos mil trece. 
 

 

En consecuencia, dicho artículo, resulta violatorio de las garantías 

de proporcionalidad y equidad tributaria contempladas en el numeral 

31, fracción IV, de la Carta Magna; pues no atiende a la capacidad 

contributiva de los sujetos obligados al pago de dicho impuesto. 

                                                 
7
 Época: Décima Época, Registro: 2004487, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Libro XXIV, Septiembre de 2013, Tomo 2  
Materia(s): Constitucional, Tesis: 2a./J. 126/2013 (10a.), Página: 1288.  
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Por lo anterior, se considera que el artículo 111 de la Ley de 

Hacienda del Estado de Sinaloa, contraviene en perjuicio del actor el 

principio de legalidad tributaria que garantiza el derecho humano a la 

seguridad jurídica, y por ende no resulta aplicable para la determinación 

del crédito fiscal impugnado, al generar incertidumbre e inseguridad 

jurídica al contribuyente, pues en ellos no se atiende a la capacidad 

contributiva de los sujetos obligados, lo cual se constituye en uno de los 

elementos esenciales de la contribución. 

 

Por los razonamientos que han sido expuestos, se resuelve que en 

el caso la parte actora, se lesionó el principio de legalidad de 

conformidad con lo establecido por el artículo 16 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, y al derecho fundamental de 

respeto a la seguridad jurídica. 

 

Sin que obste a lo anteriormente expuesto, el argumento 

defensivo expuesto por la demandada en cuanto a la inoperancia de los 

conceptos de nulidad dado que según su estima no contienen 

razonamientos lógicos jurídicos que demuestren que el acto impugnado 

resulta ilegal. 

 

Por lo antes expuesto, ante la ilegalidad advertida en contra del 

accionante del presente sumario, esta Sala de conformidad a lo previsto 

por la fracción IV del artículo 97 de la Ley de Justicia Administrativa 

para el Estado de Sinaloa, determina la nulidad el cobro por la 

cantidad de $43.00 (cuarenta y tres Pesos 00/100 Moneda 

Nacional) por concepto de DRI 10% Pro-Educ., 

 

IV.- Así las cosas, atendiendo la nulidad decretada con 

fundamento en lo establecido por la fracción VI del artículo 96 de la Ley 

de Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa, se condena a la 

autoridad demandada a devolver al inconforme la cantidad de $43.00 

(cuarenta y tres pesos 00/100 Moneda Nacional), por concepto de 
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ACTUACIONES 

 

expedición de copias certificadas, y se desaplique el contenido del 

artículo 111 de la Ley de Hacienda del Estado de Sinaloa. 

 

De conformidad con lo anteriormente expuesto y fundado, de 

conformidad con los artículos 95, fracciones II y VI; 96 y 97, fracción IV, 

de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa, se; 

 

 

R E S U E L V E: 

      PRIMERO.- La parte actora acreditó su pretensión, 

consecuentemente: 

 

      SEGUNDO.- Se declara la nulidad del acto impugnado, de 

conformidad y para los efectos precisados en el apartado III del 

Capítulo de Consideraciones y Fundamentos de la presente 

resolución.  

 

      TERCERO.- Una vez que haya causado ejecutoria la presente 

sentencia en los términos del artículo 101 de la Ley de Justicia 

Administrativa para el Estado de Sinaloa, las autoridades demandadas 

deberán informar sobre el cumplimiento de la misma, apercibidas en los 

términos del artículo 103 de la Ley en cita.  

 

      CUARTO. En su oportunidad archívese el presente expediente como 

asunto total y definitivamente concluido. 

 

      QUINTO.- NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

      Así lo proveyó y firmó el ciudadano Licenciado Jesús David 

Guevara Garzón, Magistrado de la Sala Regional  Zona Sur del Tribunal 

de Justicia Administrativa del Estado de Sinaloa, con residencia en esta 

Ciudad, en unión de la ciudadana Licenciada María del Socorro Valdez 

Galindo, Secretario de Acuerdos que actúa y da fe, lo anterior con 

fundamento en los artículos 23 y 26 de la Ley de Justicia Administrativa 

para el Estado de Sinaloa. 
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ELIMINADO: Corresponde a datos personales de las partes del juicio.  

Fundamento legal: artículos 3 fracción XXVI, 149, 155 fracción III, 156 y 165 

de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de 

Sinaloa, en relación con los numerales Trigésimo Octavo fracción I, 

Quincuagésimo Segundo párrafo , Quincuagésimo Tercero, Quincuagésimo 

Segundo Noveno, Sexagésimo Segundo y Sexagésimo Tercero de los 

Lineamientos generales en materia de clasificación y desclasificación de la 

información, así como la elaboración y desclasificación de la información , así 

como la elaboración de versiones públicas. 

 


